A LA UNIVERSIDAD DE SEVILLA
DOÑA/DON -----------------------------, con DNI --------, asistido del letrado del ICAS Luis Ocaña Escolar, con carnet profesional número 10432, y domicilio a efectos de notificaciones en la Asesoría Jurídica de Autonomía Sur, Apartado de Correos número 83, C.P. 41089 de Montequinto (Sevilla), tlf. 955027777, fax 955027778, luisocana@autonomiasur.org, comparezco y como mejor proceda digo: 

 
Que el ----------------- se acordó el cese de la relación de interinidad que tenía con la Administración pública a la que me dirijo y entendiendo que no se han respetado los derechos que me  asisten es por lo que manifiesto lo siguiente:
Primero.  SERVICIOS PRESTADOS

 El recurrente ha sido personal interino al servicio de la Universidad de Sevilla desde el ------------------ hasta ------------------. Los servicios se han prestado en la categoría profesional de -------------- del Departamento de ------------------, pero lo relevante es que la relación en interinidad se ha mantenido sin solución de continuidad. 

Segundo. INFRACCIÓN DE LA DIRECTIVA 1999/70/CE
El cese  de referencia es contrario a las previsiones incluidas en el Derecho de la Unión Europea tal y como se ha venido aplicando por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en la sentencias que ahora se relacionan. 

La normativa que entendemos infringida es la incluida en la Directiva 1999/70/CE del Consejo, relativa al Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre trabajo de duración determinada. El Acuerdo referido establece lo siguiente (entre otras cuestiones):

“Cláusula 4, apartados 1 y 4, dispone:

“No podrá tratarse a los trabajadores con un contrato de duración determinada de una manera menos favorable que a los trabajadores fijos comparables por el mero hecho de tener un trabajo de duración determinada, a menos que se justifique un trato diferente por razones objetivas”.

“Los criterios de antigüedad relativos a determinadas condiciones de trabajo serán los mismos para los trabajadores con contrato de duración determinada que para los trabajadores fijos, salvo que criterios de antigüedad diferentes vengan justificados por razones objetivas.

Estos preceptos se han interpretado por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en los siguientes términos:
A) STJUE de 14 de septiembre de 2016, asunto C-16/15. 

 Da contestación a una cuestión prejudicial planteada por el Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 4 de Madrid. Se trata de una cuestión surgida en un litigio entre personal del Servicio de Salud y la correspondiente Administración con ocasión del cese del interesado en una relación en interinidad que se había iniciado el 5 de febrero de 2009 y terminado el 31 de marzo de 2013.  Fue a la terminación de su relación cuando la interesada impugna el cese. 

Las cuestiones suscitadas por el Juzgado de lo Contencioso son las siguientes (apartado 21 de la citada sentencia): 

«1)      ¿Es contrario al [Acuerdo marco] y, por lo tanto, inaplicable, el artículo 9.3 de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del Personal Estatutario de los Servicios de Salud, por favorecer los abusos derivados de la utilización de sucesivos nombramientos de carácter eventual?, en la medida que:

a)      No fija una duración máxima total para los sucesivos nombramientos de carácter eventual, ni un número máximo de renovaciones de los mismos.

b)      Deja a la libre voluntad de la Administración la decisión de proceder a la creación de plazas estructurales, cuando se realicen más de dos nombramientos para la prestación de los mismos servicios por un período acumulado de 12 o más meses en un período de dos años.

c)      Permite realizar nombramientos de carácter eventual sin exigir la constancia en los mismos de la concreta causa objetiva de naturaleza temporal, coyuntural o extraordinaria que los justifique.

2)      ¿Es contrario al [Acuerdo marco] y, por lo tanto, inaplicable, el artículo 11.7 de la Orden de la Consejería de Economía y Hacienda de la Comunidad de Madrid, de fecha 28 de enero de 2013, al establecer que «una vez llegada la fecha fin del nombramiento, en todo caso, deberá procederse al cese y liquidación de haberes correspondiente al período de servicios prestados, incluso en los casos en los que, a continuación, vaya a realizarse un nuevo nombramiento a favor del mismo titular», con independencia, por lo tanto, de que haya finalizado la concreta causa objetiva que justificó el nombramiento, tal y como se establece en la cláusula 3.1 del Acuerdo marco?

3)      ¿Es acorde con el objeto pretendido con el [Acuerdo marco] la interpretación del párrafo tercero del artículo 9.3 del [Estatuto marco], en el sentido de considerar que cuando se realicen más de dos nombramientos para la prestación de los mismos servicios por un período acumulado de 12 o más meses en un período de dos años, se deba proceder a la creación de una plaza estructural en la plantilla del centro, pasando entonces el trabajador con nombramiento de carácter eventual a ser nombrado con carácter interino?

4)      ¿Es acorde con el principio de no discriminación reconocido en el [Acuerdo marco] la aplicación al personal estatutario temporal de carácter eventual de la misma indemnización prevista para los trabajadores con contrato de trabajo eventual, dada la identidad sustancial entre ambas situaciones, pues carecería de sentido que trabajadores con idéntica cualificación, para prestar servicios en la misma empresa (Servicio Madrileño de Salud), realizando la misma función y para cubrir idéntica necesidad coyuntural, tuvieran un tratamiento distinto en el momento de la extinción de su relación, sin que exista razón aparente que impida comparar entre sí contratos de duración determinada para evitar situaciones discriminatorias?»

Y la contestación del TJUE es la siguiente (parte dispositiva):
1)   La cláusula 5, apartado 1, letra a), del Acuerdo marco sobre el trabajo de duración determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración determinada, debe interpretarse en el sentido de que se opone a que una norma nacional, como la controvertida en el litigio principal, sea aplicada por las autoridades del Estado miembro de que se trate de manera que:

–      la renovación de sucesivos nombramientos de duración determinada en el sector de la sanidad pública se considera justificada por «razones objetivas», en el sentido de dicha cláusula, debido a que los nombramientos se basan en disposiciones que permiten la renovación para garantizar la prestación de servicios determinados de naturaleza temporal, coyuntural o extraordinaria, siendo así que, en realidad, estas necesidades son permanentes y estables;

–      no existe ninguna obligación de crear puestos estructurales que pongan fin al nombramiento del personal estatutario temporal eventual que incumba a la Administración competente y le permite proveer los puestos estructurales creados mediante el nombramiento de personal estatutario temporal interino, de modo que la situación de precariedad de los trabajadores perdura, mientras que el Estado miembro de que se trata tiene un déficit estructural de puestos fijos en dicho sector.

2)      La cláusula 5 del Acuerdo marco sobre el trabajo de duración determinada, que figura en el anexo de la Directiva 1999/70, debe interpretarse en el sentido de que, en principio, no se opone a una norma nacional como la controvertida en el litigio principal, que impone que la relación de servicio finalice en la fecha prevista en el nombramiento de duración determinada y que se abone la liquidación de haberes, sin perjuicio de un posible nombramiento posterior, siempre que esta norma no menoscabe el objetivo o el efecto útil del Acuerdo marco, lo que incumbe comprobar al juzgado remitente.

3)      (…)”
Como puede apreciarse la conclusión a la que llega el TJUE, por lo que aquí interesa en especial, es que es contraria a la Directiva una normativa reguladora de interinidades de que se aplique de modo que se permita el encadenamiento de interinidades “para garantizar la prestación de servicios determinados de naturaleza temporal, coyuntural o extraordinaria, siendo así que, en realidad, estas necesidades son permanentes y estables;”. 
Una normativa como la que regula la interinidad en el ámbito de la función pública de la Administración de la Junta de Andalucía es contraria a la Directiva por los motivos y razones que se detallan en la sentencia del TJUE transcrita.    

B. Sentencia de 14 de septiembre de 2016, asuntos acumulados C-184 y 197/2015. 

La sentencia da respuesta a las cuestiones prejudiciales planteadas por la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco. En ambos casos se trata de recurrentes en vía contencioso-administrativa de sus ceses como funcionarios interinos. 

Uno de ellos (asunto 197/15)  es un trabajador que firma con el Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz un contrato para prestar servicios como personal laboral en la categoría de arquitecto. Esta relación se convirtió en administrativa el 22 de enero de 1998, prestando desde entonces las mismas funciones aunque ahora como funcionario interino. El cese se produce el 10 de diciembre de 2012.

El otro asunto (C-184/2015) trata del recurso interpuesto por una trabajadora nombrada como personal estatutario temporal eventual y que prestó servicios como auxiliar  administrativo. La duración de la relación comprende el periodo  que hay entre el 2 de febrero de 2010 y el 1 de octubre de 2012. 

Las cuestiones  suscitadas por la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia son las siguientes (son indistintas para los dos asuntos que se acumularon, salvo la tercera que solo es en relación al asunto 197/15): 

· «1)      La cláusula 5, apartado 1, del [Acuerdo Marco] ¿debe ser interpretada en el sentido de que se opone a una legislación nacional que, en los supuestos de abusos como consecuencia de la utilización de contratos de trabajo de duración determinada, no reconoce con carácter general, en el caso del personal estatutario temporal eventual [(asunto C‑184/15) y los funcionarios interinos (asunto C‑197/15)] y a diferencia de lo que ocurre en idéntica situación para los contratados laborales por la Administración, el derecho al mantenimiento del vínculo como indefinidos no fijos, es decir, con derecho a ocupar la plaza desempeñada temporalmente hasta su cobertura en forma reglamentaría o su amortización por los procedimientos legalmente establecidos?

· 2)      En el caso de responderse negativamente la cuestión anterior, ¿el principio de equivalencia debe ser interpretado en el sentido de que el [j]uez nacional puede considerar que ambas situaciones, la del contratado laboral por tiempo determinado por la Administración y la del personal estatutario temporal eventual [(asunto C‑184/15) y la del funcionario interino (asunto C‑197/15)], son similares cuando se produce un abuso en la utilización de contratos de trabajo de duración determinada o bien, aparte de la identidad del empleador, la identidad o similitud de los servicios prestados y la duración determinada del contrato de trabajo, el [j]uez nacional debe considerar otros elementos al efectuar el juicio de similitud, tales como, por ejemplo, la naturaleza específica de la relación laboral o funcionarial del empleado o la potestad de la Administración para autoorganizarse, que justifican un tratamiento diferenciado de ambas situaciones?

· 3)      En el caso de contestarse negativamente las cuestiones anteriores, ¿el principio de efectividad debe ser interpretado en el sentido de que debe debatirse y declararse la sanción procedente en el seno del mismo procedimiento en que se constata la utilización abusiva de contratos de trabajo de duración determinada, mediante el correspondiente incidente en el que las partes puedan solicitar, alegar y probar lo que consideren oportuno al [efecto], o, por el contrario, es compatible con la remisión al perjudicado, a tal fin, a un nuevo procedimiento administrativo y, en su caso, judicial?»

Y la respuesta que da el TJUE es la siguiente: 
·     “ 1) La cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo marco sobre el trabajo de duración determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo a la Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración determinada, debe interpretarse en el sentido de que se opone a que una norma nacional, como la controvertida en el litigio principal, sea aplicada por los tribunales del Estado miembro de que se trate de tal modo que, en el supuesto de utilización abusiva de sucesivos contratos de duración determinada, se concede a las personas que han celebrado un contrato de trabajo con la Administración un derecho al mantenimiento de la relación laboral, mientras que, con carácter general, no se reconoce este derecho al personal que presta servicios para dicha Administración en régimen de Derecho administrativo, a menos que exista una medida eficaz en el ordenamiento jurídico nacional para sancionar los abusos cometidos respecto de dicho personal, lo que incumbe al juez nacional comprobar.

· 2)      Lo dispuesto en el Acuerdo marco sobre el trabajo de duración determinada, que figura en el anexo a la Directiva 1999/70, en relación con el principio de efectividad, debe interpretarse en el sentido de que se opone a normas procesales nacionales que obligan al trabajador con contrato de duración determinada a ejercitar una nueva acción para que se determine la sanción apropiada cuando una autoridad judicial ha declarado la existencia de utilización abusiva de sucesivos contratos de duración determinada, en la medida en que de ellas se derivan para dicho trabajador inconvenientes procesales en forma, en particular, de costes, de duración y de normativa de representación procesal, que pueden hacer excesivamente difícil el ejercicio de los derechos que le confiere el ordenamiento jurídico de la Unión”.

De esta sentencia entendemos que es plenamente aplicable al caso que nos ocupa la conclusión recogida en el apartado primero en el sentido de que, partiendo de la base de que nos encontramos ante un supuesto de fraude de ley en la contratación temporal por los motivos explicado en la sentencia del asunto c-16/15, es exigible que se le aplique a la interesada la misma condición que se le reconoce a los empleados públicos con relación temporal en fraude de la contratación. Es decir, que se les reconozca la condición indefinidos en su relación administrativa. Todo ello por cuanto no existe en nuestro ordenamiento jurídico sanción alguna a las situaciones de fraude en la relaciones de interinidad. 

Pero es más, entendemos que una adecuada compresión de los pronunciamientos del TJUE exigen no solo eso, sino que además se les reconozca la inamovilidad que se les reconoce al personal de carrera.  Y ello por cuanto la situación a la que aboca la declaración de indefinido no fijo en el ámbito del empleo público laboral en fraude de la contratación es igualmente una relación temporal que puede terminarse por la mera voluntad de la Administración mediante la cobertura de la plaza por los procedimientos reglamentarios. Y si se procede de esa manera poca sanción habrá tenido la eventual declaración de “indefinido”. 

Para que el efecto útil de la Directiva se produzca en relación a situaciones como la que nos ocupa (una relación en interinidad que dura más de 26 años en el mismo puesto de trabajo) la sanción a la que se debe someter la Administración incumplidora es la de reconocer el carácter fijo del recurrente en su condición de funcionario interino, pues es evidente que durante más de 26 años se ha prestado un servicio en un mismo puesto de trabajo con toda eficacia, algo que es obvio pues en otro caso hubiese sido cesada sin más o, en su caso, expedientada disciplinariamente.
 C. Sentencia de 14 de septiembre de 2016. Asunto C- 596/14.

La cuestión prejudicial la plantea la Sala de lo Social  del Tribunal Superior de Justicia de Madrid. El asunto de instancia es el cese de una contratada temporal en interinidad por el Ministerio de Defensa en funciones de secretaria desde febrero de 2003 hasta  el 1 de octubre de 2012, pues la titular de la plaza se reincorporaba por terminar su situación de liberada sindical al agotarse su crédito horario. En esos casos de extinción por interinidad la legislación laboral no reconoce indemnización alguna al afectado. 


Las cuestiones prejudiciales planteadas son las siguientes: 

·    “ ¿Ha de entenderse comprendida la indemnización por finalización del contrato temporal en las condiciones de trabajo a las que se refiere la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo [marco]?

· 2)      Si se entiende dicha indemnización incluida en las condiciones de trabajo, ¿los trabajadores con un contrato de trabajo o una relación laboral concertados directamente entre un empresario y un trabajador, en los que el final del contrato de trabajo o de la relación laboral viene determinado por condiciones objetivas tales como una fecha concreta, la realización de una obra o servicio determinado o la producción de un hecho o acontecimiento determinado, han de percibir a la finalización del contrato la misma indemnización que correspondería a un trabajador con contrato de duración indefinida comparable cuando el contrato de éste se extingue por causas objetivas?

· 3)      Si el trabajador tiene derecho a percibir la misma indemnización que corresponde a un trabajador indefinido al producirse la extinción por causas objetivas ¿ha de entenderse que el artículo 49.1.c) del Estatuto de los Trabajadores ha traspuesto adecuadamente la Directiva 1999/70 [...] o es discriminatorio y contrario a la misma vulnerando su objetivo y efecto útil?

· 4)      No existiendo razones objetivas para exceptuar a los trabajadores interinos del derecho a percibir una indemnización por la finalización del contrato temporal ¿es discriminatoria la distinción que el Estatuto de los Trabajadores establece entre las condiciones de trabajo de estos trabajadores no solo frente a las condiciones de los trabajadores indefinidos sino también respecto de las de los demás trabajadores temporales?”.

Y la contestación del TJUE es: 
·     La cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo marco sobre el trabajo de duración determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, que figura en el anexo de la Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración determinada, debe interpretarse en el sentido de que el concepto de «condiciones de trabajo» incluye la indemnización que un empresario está obligado a abonar a un trabajador por razón de la finalización de su contrato de trabajo de duración determinada.

· 2)      La cláusula 4 del Acuerdo marco sobre el trabajo de duración determinada, que figura en el anexo de la Directiva 1999/70, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, que deniega cualquier indemnización por finalización de contrato al trabajador con contrato de interinidad, mientras que permite la concesión de tal indemnización, en particular, a los trabajadores fijos comparables. El mero hecho de que este trabajador haya prestado sus servicios en virtud de un contrato de interinidad no puede constituir una razón objetiva que permita justificar la negativa a que dicho trabajador tenga derecho a la mencionada indemnización”.
El reconocimiento de un derecho a la indemnización a los empleados públicos con contratos de interinidad cuando cesa su relación debe reconocerse en los mismo términos a los funcionarios interinos pues la misma razón existe en un caso como en otro. 



En virtud de lo expuesto, SOLICITO: que tenga por presentado el presente escrito de solicitud y reclamación previa, lo admita  y se le reconozca a la parte recurrente una indemnización por la misma cuantía que le corresponde a un empleado público en situación de interinidad cuando se extingue su relación de servicio, con cuantos efectos correspondan en Derecho.
Es Justicia que, respetuosamente, insto en Sevilla a  ---------------------
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